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por falta de motivación suficiente y, también, de su dere­
cho a la igualdad en la aplicación de la ley, debiendo
precisarse previamente que, aunque dichas resoluciones
disponen el mantenimiento de la situación anterior, no
resultan afectadas por su nulidad, pues constituyen
acuerdos de prisión independientes.

La alegación relativa al derecho a la igualdad en la
aplicación de la ley no puede ser estimada ya que se
limita a afirmar que las reclamaciones de libertad per­
sonal planteadas tras la Sentencia condenatoria. ya en
mayo de 1996, no fueron atendidas en igual medida
que lo fueron las de otros condenados que sí perma­
necieron en libertad provisional pese a que la cuantía
de la pena a ellos impuesta era similar o superior a la
suya. Tal invocación es meramente retórica. pues como
en tantas ocasiones se constata, no explicita la recurren­
te con claridad y precisión el término de comparación
que permitiría un pronunciamiento sobre -la existencia
de un tratamiento desigual en supuestos sustancialmen­
te idénticos. No cabe olvidar la importancia que en las
decisiones sobre prisión provisional han de tener las cir­
cunstancias personales que concurren en cada imputado
o condenado, y sobre ellas no se expresa una sola palabra
en la demanda al margen de la cuantía de las penas
impuestas.

Cuestión distinta es que tal queja ponga de relieve
la escasa fuerza argumental de una resolución que fun­
damenta la prisión provisional decretada en la gravedad
de los hechos cometidos y la entidad de las penas
impuestas. cuando, sin embargo, se acuerdan en el mis­
mo proceso diversas y menos gravosas medidas cau­
telares para personas a las que se imputa semejante
participación delictiva por la que se las ha sancionado
con iguales o superiores penas. Mas dicha precisión sólo
reforzaría la segunda pretensión de amparo que segui­
damente pasamos a analizar. relativa de nuevo a la fun­
damentación del mantenimiento de la privación cautelar
de libertad. esta vez mientras se sustancia el recurso
de casación.

7. Como se anticipó en el fundamento jurídico 5.°,
este Tribunal ha señalado que no es irrelevante el dato
de que la prisión se decrete tras una Sentencia con­
denatoria por delito grave y en tanto ésta deviene. en
SU caso. firme por haber sido impugnada en casación
-STC 62/1996. fundamento jurídico 7.°_. Tal elemento
diferenciador supone la consolidación de la imputación.
nos sitúa ante la existencia de un pronunciamiento judi­
cial que ya ha considerado desvirtuada la presunción
de inocencia -por más que el mismo pueda ser revocado
al resolver el recurso de casación presentado- y pone
de manifiesto que el carácter cautelar de la medida
impugnada se dirige fundamentalmente a garantizar el
cumplimiento futuro de la condena impuesta. Todas
estas circunstancias concurren en los Autos de 20 de
jumo y 10 de julio de 1996 cuya impugnación ahora
se analiza, por lo que no pueden dejar de ser tenidas
en cuenta al supervisar la ponderación efectuada por
el Tribunal sentenciador al mantener la prisión provi-
sional. _

La petición de libertad fue denegada «dada la gra­
vedad del delito por el que ha sido condenada» la actora.
«así como la pena en su día impuesta» tal y como recoge
el fundamento jurídico único de la resolución impugnada.
La Sentencia de 15 de septiembre de 1995 condenó
a la recurrente. entre otras, a la pena de nueve años
de prisión menor como autora de un delito contra la
salud pública por tráfico de sustancias estupefacientes,
en cantidad de notoria importancia, que causan grave
daño a la salud. y que fue cometido a través de una
organización de la cual era jefe. administradora o encar­
gada. La conducta descrita y la pena impuesta son gra-

ves. El papel atribuido a la recurrente en la actuación
delictiva es relevante, como pone de manifiesto su inclu­
sión en los subtipos agravados descritos. Tales circuns­
tancias de hecho concurrentes en el caso analizado eri­
gen a la Sentencia condenatoria en título suficiente para
justificar el riesgo de fuga que la medida cautelar pre­
tende evitar dadas las características de la actividad
delictiva por la que ha sido condenada la recurrente.
lo que lleva a rechazar esta última pretensión de amparo.

Es preciso concluir poniendo de relieve una circuns­
tancia sobrevenida a la presentación de demanda de
amparo. a la que antes se hizo referencia. que determina
los efectos del amparo que se otorga. Además de la
validez de los titulos analizados en último lugar. la Sen­
tencia condenatoria impuesta ha devenido firme al resol­
ver el Tribunal Supremo el recurso de casación en su
día presentado. La demandante se encuentra en la actua­
lidad cumpliendo condena en calidad de penada. Por
tales razones el fallo tiene el contenido que se expone
a continuación, que no supone. en modo alguno. su pues­
ta en libertad.

FALLO

En atención a todo lo expuesto. el Tribunal Cons­
titucional. POR LA AUTORIDAD QUE LE CONFIERE LA CONSTITUCIÓN
D~ LA NACIÓN ESPAÑOLA.

Ha decidido

Otorgar parcialmente el amparo solicitado y en
consecuencia:

1.° Declarar que el derecho de la recurrente a su
libertad personal ha sido vulnerado.

2.° Restablecerle en su derecho y. por tanto, decla­
rar nulos los Autos de 6 y 24 de julio de 1995. dictados
por la Sección Tercera de lo Penal de la Audiencia Nacio­
nal. por los que se acordó su prisión provisional en el
sumario 15/92.

3.° Desestimar la demanda de amparo respecto de
los Autos de 20 de junio y 10 de julio de 1996.

Publíquese esta Sentencia en el «Boletín Oficial del
Estado» y comuníquese al órgano judicial que esté cono­
ciendo de la causa.

Dada en Madrid a 15 de septiembre de 1997.-José
Gpbaldón López.-Fernando García-Mon y González­
Regueral.-Rafael de Mendizábal Allende.-Julio Diego
González Campos.-Carles Viver Pi-Sunyer.-Tomás S.
Vives Antón.-Firmados y rubricados.

21851 Sala Primera. Sentencia 147/1997. de 16 de
septiembre -de 1997. Recurso de amparo
4.011/1994. Promovido por la Confedera­
Ci6n Española de Organizaciones Empresaria­
les (CEDE). cofJ!ra Sentencia de la Sala Ter­
cera del Tribunal Supremo que inadmiti6
recurso contencioso-administrativo por el
que se impugnaban los Reales Decretos
1.841/1991 y 735/1992. de 30 de diciem­
bre y 26 de junio. por los que se aprobaba
y modificaba. respectivamente. el Reglamento
del Impuesto sobre la Renta de las Personas
Físicas. Vulneraci6n del derecho a la tutela
judicial efectiva: inadmisi6n de recurso lesivo
del Derecho.

La Sala Primera del Tribunal Constitucional. compues­
ta por don Alvaro Rodríguez Bereijo. Presidente: don
Vicente Gimeno Sendra. don Pedro Cruz VillaIón, don
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Enrique Ruiz Vadillo. don Manuel Jiménez de Parga y
Cabrera. y don Pablo García Manzano. Magistrados, ha
pronunciado

EN NOMBRE DEL REY

la siguiente

SENTENCIA

En el recurso de amparo núm. 4.011/94, promovido
por la Confederación Española de Organizaciones Empre­
sariales (CEOE). representada por el ProcuraOOr de. los
Tribunales don Juan Antonio García San Miguel y Orueta,
asistida del Letrado don Rafael de Aldama. interpuesto
contra la Sentencia de la Sala Tercera del Tribunal Supre­
mo de 6 de octubre de 1994, dictada en el recurso
contencioso-administrativo núm. 6.560/92. Han inter­
venido el Abogado del Estado y el Ministerio Fiscal. Ha
sido ponente el Magistrado don Enrique Ruiz Vadillo.
quien expresa el parecer de la Sala.

1. Antecedentes

1. Por escrito registrado en este Tribunal el día 14
de diciembre de 1994, don Juan Antonio García San
Miguel y Orueta. Procurador de los Tribunales y de la
Confederación Española de Organizaciones Empresaria­
les (C.E.O.E.). asistida del Letrado don Rafael de Aldama.
interpuso recurso de amparo constitucional contra la
Sentencia de la Sala Tercera del Tribunal Supremo.
de 6 de octubre de 1994, dictada en el recurso con­
tencioso-administrativo núm. 6.560/92, en el. que se
impugnaban los Reales Decretos 1.841/1991. de 30
de diciembre y 735/1992, de 26 de junio, por los que
se aprobaba y modificaba, respectivamente el Reglamen­
to del Impuesto sobre la Renta de las Personas Físicas.

2. Los hechos. suc;:intamente expuestos, 600 los que
se fundamenta la demanda son los que siguen:

A) . El 15 de febrero de 1992 la Confederación Espa­
ñola de Organizaciones Empresariales (CEOE) interpu­
so recurso contencioso-administrativo contra el Real
Decreto 1.841/1991, de 30 de diciembre. que había
aprobado el Reglamento del Impuesto sobre la Renta
de las Personas Físicas (en lo sucesivo, I.R.P.F.).

En ese escrito de interposición, en su párrafo segun­
do, quedó plenamente identificada la norma impugnada
y el «Boletín Oficial del Estado» que la publicó, iden­
tificación que se realizó de la siguiente manera:

«Que. con fecha 31 de diciembre de 1991. se
ha publicado en el "Boletín Oficial del Estado" el
Real Decreto 1.841/1991. de 30 de diciembre.
por el que se aprueba el Reglamento del I.R.P.F.
y se modifican otras normas tributarias.»

B) En el 'otrosí de ese escrito de interposición se
postuló la suspensión de la norma impugnada, por haber
sido dictada sin previa audiencia de la Confederación
Empresarial recurrente en amparo.

C) Posteriormente. el 23 de julio de 1992. la
recurrente amplió su inicial recurso al Real Decre­
to 753/1992, de 26 de junio, que modificaba diversos
preceptos del Reglamento dell.R.P.F.. ya recurrido meses
antes.

D) Por Auto de 16 de marzo de 1993, la Sala Ter­
cera del Tribunal Supremo falló el incidente de suspen­
sión, denegando la suspensión solicitada.

E) Abierto el trámite de demanda. la parte recurren­
te presentó en la Sala demanda que carecía de un apar­
tado formal «referido a los hechos del recurso».

F) Promovido incidente de alegaciones previas por
el Abogado del Estado se adujo la falta de legitimación

activa de la demandante, siendo resuelto dicho incidente
por' Auto de 21 de julio de 1993. desestimando dicha
pretensión, y acordando la continuación del recurso.

G) En su escrito de contestación a la demanda el
Abogado del Estado alegó como causa de inadmisibi­
lidad, el defecto en la forma de presentar la demanda,
conforme al art. 82.g), en relación con el 69.1, ambos
de la Ley Reguladora de la Jurisdicción Contencioso­
Administrativa, y subsidiariamente, efectuó la corres­
pondiente contestación sobre el, fondo del asunto.
interesando la desestimación del presente recurso con­
tencioso-administrativo.

La alegación de inadmisibilidad se refería a que la
demanda no contenía separación entre los hechos y los
fundamentos de derecho.

H) Dictada Sentencia -hoy recurrida en amparo-.
en 'Ia misma por la Sala se estimó la causa de inad­
misibilidad alegada por el Abogado del Estado, no entran­
do en consecuencia, en el fondo del asunto.

3. Alega la demandante de amparo la vulneración
del derecho a la tutela judicial efectiva por cuanto, a
su parecer, al estimar la Sala la causa de inadmisibilidad
alegada por el Abogado del Estado y no entrar a pro­
nunciarse sobre el fondo. ha llevado a cabo una inter­
pretación rigorista y formal del art. 69.1 de la Ley de
la Jurisdicción Contencioso-Administrativa. que resulta
contraria a dicho derecho fundamental.

4. Mediante providencia de 24 de enero de 1996.
la Sección Primera de este Tribunal acordó admitir a
trámite la demanda de amparo. así como. a tenor de
lo dispuesto en el arto 51 LOTC, requerir a la Sala Tercera
del Tribunal Supremo. para que remitiera testimonio del
recurso contencioso-administrativo núm. 6.560/92. inte­
resando al mismo tiempo. el emplazamiento de cuantas
personas fueron parte en dicha causa judicial. con excep­
ción de la recurrente en amparo. para que en el plazo
máximo e improrrogable de diez días. comparecieran
en el presente procedimiento constitucional. si a su dere­
cho conviniera.

5. Por providencia de 6 de junio de 1997. se tuvie­
ron por recibidos los testimonios solicitados, se tuvo por
personado al Abogado del Estado, y, conforme a lo dis­
puesto en el art. 52 LOTC. se acordó dar vista de las
actuaciones recibidas. y de las demás existentes en el
presente recurso de amparo en Secretaría. por un plazo
común de veinte días, al Ministerio Fiscal. al Abogado
del Estado. y a la representaCión procesal de la recurrente
en amparo. para que dentro de dicho plazo pudieran
presentar las alegaciones que a su derecho convinieran.

6. Por escrito registrado en este Tribunal el día 23
de junio de 1997. por el Abogado del Estado se efec­
tuaron las siguientes alegaciones:

A) El recurso de amparo se dirige contra la Sen­
tencia del Tribunal Supremo de 6 de octubre de 1994
que. sin pronunciarse sobre el fondo. declaró la inad­
misibilidad del recurso núm. 6.560/92. interpuesto por
la Confederación Española de Organizaciones Empresa­
riales (CEOE) contra el Real Decreto 1.841/1991, de
30 de diciembre, que había aprobado el Reglamento
del I.R.P.F., ampliado luego al Real Decreto 753/1992,
de 26 de junio.

La inadmisión se produjo «al amparo del arto 82.g),
en relación con el arto 69.1, ambos de la Ley Reguladora
de este orden jurisdiccional» y con base en un doble
argumento:

1) Para el Tribunal Supremo «es manifiesto que el
mencionado escrito (de demanda) no reúne los requisitos
que señala el arto 69.1 de la Ley Reguladora de este
orden jurisdiccional», al carecer de la base fáctica que
constituye el soporte de la pretensión ejercitada. Esa
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carencia priva «al juzgador de una de las dos premisas
sobre las que deberá descansar el silogismo que encierra
la Sentencia», aclarándose que !ln la demanda no se
acudió «siquiera, a la censurable fórmula de dar por
reproducidos los hechos del expediente administrativo
o de actuaciones anteriores».

2) La Sentencia aduce, a mayor abundamiento,
«que, opuesta esta excepción de inadmisibilidad por el
Abogado del Estado en su contestación a la demanda,
nada opone o alega en contra de ella la actora en ,su
escrito de conclusiones, con lo que para nada desvlrtua,
ni intenta desvirtuar, aquella pretensión de inadmisión».

En la demanda de amparo se sostiene que la inad­
misión se produjo «de una forma arbitraria y contraria
a la consolidada jurisprudencia del Tribunal Constitucio­
nal», con violación del arto 24 de la Constitución, «por
ser obvio y manifiesto que tales hechos no eXIsten cuan­
do lo recurrido es una disposición de carácter general.
reiteradamente identificada en escritos anteriores».

B) Es conocida la doctrina del Tribunal Constitucio­
nal. según la cual no conculca el derecho a la tutela
judicial la resolución judicial meramente procesal o de
inadmisión que, comprobando la ineXIstencia de un
requisito procesal, se ve impedida de conocer del fondo
del asunto, siempre y cuando la parte perjudicada haya
tenido la posibilidad de subsanar este requisito (STC
158/1994, fundamento jurídico 3.°, entre otras
muchas).

En este caso, la Sentencia recurrida examina, con
detenimiento y minuciosidad, «el escrito de demanda
de la actora», en el que «tras el escueto encabezamiento
de rigor, dice: -Que dentro del plazo legalmente esta­
blecido procede a evacuar el trámite' de demanda de
conformidad con las alegaciones jurídico-formales que
siguen-, donde expone los temas relativos a "recurso
de reposición-, -legitimación activa-, -plazo-, "represen­
tación y defensa- y -requisitos procedimentales previos-;
para exponer, seguidamente,. las "alegaciones jurídico
materiales- (que articula en CinCO apartados) y conclUir
con el -suplico- donde formula una pretensión principal
y otras accesorias» (fundamento jurídico 1.° de la Sen­
tencia recurrida). Tras este análisis, el Tribunal Supremo
concluye que «es manifiesto que el mencionado escrito
no reúne los requisitos que señala el arto 69.1 de la
Ley Reguladora de este orden jurisdiccionah., según cuyo
tenor «en los escritos de demanda y de contestaclon
se consignarán con la debida separación los hechos,
los fundamentos de derecho y las pretensIones que se
deduzcan...».

Este defecto de la demanda fue denunciado por el
Abogado del Estado, quien en su escrito de contestación
propuso la inadmisibilidad del recurso, al amparo del
arto 82.g), en relación con el arto 69.1 de la Ley Relju­
ladora de la Jurisdicción Contencioso-AdmInistratIva
(L.J.C.A.). La Confederación Empresarial recurrent~ tuvo
conocimiento del defecto alegado cuando se le dio tras­
lado del escrito de contestación y, por razones difíciles
de comprender, pero en cualquier caso sólo imputables
a la propia recurrente, no hizo esfuerzo alguno para sub­
sanar el defecto, al amparo del arto 129 L.J.C.A., ni realizó
la más mínima alegación sobre la causa de inadmisi­
bilidad opuesta en el escrito de conclusiones, revelando
así una actitud contraria a las exigencias de un com­
portamiento diligente en defensa y protección de sus
derechos e intereses.

La Sentencia examina, pues, con detalle el escrito
de demanda para concluir que concurre un defecto legal
y funda su pronunciamiento de inadmisión en la causa
prevista en el arto 82.g), en conexIón con el arto 69.1,
ambos de la L.J.CA La razonada justificación de la con­
currencia de una causa legal de inadmisión, unida a la

falta de diligencia de la Coonfederación recurrente, veda
que pueda imputarse a la SentencIa .la denunciada vul­
neración del derecho a la tutela JudiCIal efectIva, pues
es reiterada doctrina de este Tribunal «que no existe
lesión del derecho a la tutela judicial efectiva cuando
es debida a la pasividad, desinterés, negligencia, error
técnico o impericia de las parte o de los profeSIOnales
que las representan o defienden (SSTC 112/1993;
364/1993; 158/1994) (STC 262/1994, fundamento
jurídico 4.°).

7. Por el Ministerio Fiscal. mediante escrito de 26
de junio de 1995, se efectuaron las siguientes manI­
festaciones:

A) Alega la demandante de amparo la vulneración.
del derecho a la tutela judicial efectiva por cuanto. a
su parecer, al estimar la Sala la causa de inadmisibilidad
alegada por el Abogado del Estado y no entrar a pr.o­
nunciarse sobre al fondo, mantuvo una Interpretaclon
rigorista y formal del arto 69.1 de la Ley de la Jurisdicción
Contencioso-Administrativa, que resulta contraria a dIcho
derecho fundamental.

B) El arto 69.1 de la Ley Reguladora dE,! la Juris­
dicción Contencioso-Administrativa dispone: «En los
escritos de demanda y de contestación se consignarán
con la debida separación los hechos, los fundamentos
de derecho y las pretensiones que se deduzcan. enjUS­
tificación de las cuales podrán alegarse cuantos motivos
procedan, aunque no se hubieran expuesto en el prevIO
recurso de reposición o con anterioridad a éste».

Por otra parte, el arto 82.g) de la misma Ley considera
como causa de inadmisibilidad, que puede apreciarse
en la Sentencia: El que al formalizar la demanda no se
hubieren cumplido los requisitos de forma dispuestos
en el arto 69.
. C) Como dice la STC 53(1992, «este Tribunal ha
manifestado en reiteradas ocaSIones que SI bien es cierto
que la determinación del alcance de las normas pro­
cesales y la precisión de los reqUisItos de procedlb,hdad
pertenecen, en principio, al ámbito y márgenes de Inter·
pretación de la legalidad ordinaria, Sin embar!Jo, la Inad·
misión basada en un motivo manifiestamente ineXistente
o irrazonable constituye no sólo ilegalidad sino incons·
titucionalidad que afecta al derecho fundamental del arto
24.1 C.E.. y pór ello, este Tribunal puede comprobar
la razonabilidad de la aplicación efectuada de la causa
de inadmisión tenida en cuenta, no desarrollando la
función que corresponde a los propios jueces, sino ana­
lizando si la interpretación efectuada es arbItraria o
infundada» (SSTC 6B/1983, 69/1984, 148/1986,
143/1987,201/1987 y 160/1988, entre otras).

D) Desde esta perspectiva, en principio. parece c1a~o

que la demanda contencioso-adm'nIstratlva no reunla
los requisitos formales del arto 69 de la Ley jUrlsdlcclon?1.
que la demandante tuvo conocimiento de la obleclon
de inadmisibilidad sUSCItada por el Abogado del Estado
al darle traslado de la contestación a la demanda, y nada
alegó, ni subsanó dicho defecto en el escrito ~e con­
clusiones, pese a que las mIsmas fueron mas bien
extensas.

Tampoco parece fuera objeción suficiente que el Abo­
gado del Estado no hiciera alusión a este motIvo ,de
inadmisibilidad en su escrito InicIal. en que se limIto a
alegar la falta de legitimación activa de la demandante,
pues el cumplimiento de los requisitos formales de .la
demanda puede apreciarse incluso en la Sentencia.

E) Estos datos que, en principio, llevarían a la deses­
timación del amparo deben, sin embargo, ponerse en
relación con los siguientes datos:

1.°) En primer término, debe atenderse a la finalidad
de los preceptos transcritos: La misma consiste en que
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las partes demandadas y el Tribunal tengan cabal cono­
cImIento de lo que es objeto del recurso. de los fun­
damentos jurídicos en que se basa el demandante. y,'
en.su caso. los elementos controvertidos que deben ser
objeto de prueba. de modo que los requisitos formales
no son un fin en sí mismo, sino un instrumento para
la mejor administración de justicia y, en consecuencia.
para la tutela JudIcIal efectiva.

2.°) En segundo lugar. aplicando esta teoría al pre­
sente caso, lo cierto es que. como destaca la demanda
de amparo.. la Sala abordó tanto el incidente previo de
Inadmlslbllldad como el de suspensión. y el Abogado
del Estado tuvo perfecto conocimiento de las alegaciones
de fondo de la entidad demandante, ya que contestó
a las mIsmas.

F) De todo ello se desprende que la Sala de lo Con­
tencIOso-Administrativo, al apreciar la concurrencia de
la causa de inadmisibilidad, hizo una interpretación for­
malista, y contraria al derecho fundamental a la tutela
judicial efectiva. .

8. La representación procesal del recurrente en
amparo p.or escrito registrado el día 29 de junio de 1995,
se ratIfIco en las mamfestaciones efectuadas con ante­
rioridad en el presente recurso de amparo. reiterando
su contemdo.

9. _ P?r providencia de 15 de septiembre de 1997,
se senalo par~ la deliberación y votación de la presente
SentencIa el dla 16 del mismo mes y año.

lt Fundamentos jurídicos

1. Constituye el objeto de la presente demanda de
amparo la Sentencia de la Sala Tercera del Tribunal
Supremo. de 6 de octubre de 1994, que inadmite el
recurso contencioso-administrativo núm. 6.560/92 ins­
tado por la recurrente contra los Reales Decretos
1.841/1991 y 735/1992 por los que se aprobaba y
modificaba, respectivamente. el Reglamento del I.R.P.F.
La demanda se funda en la lesión del derecho funda­
mental a obtener la tutela judicial efectiva de los Jueces
y Tribunales sin que. en ningún caso. pueda producirse
indefensión (art. 24.1 C.E.).

La infracción del citado precepto constitucional habría
tenido lugar al estimarse en la referida resolución la cau­
sa de inadmisibilidad de dicho recurso consistente en
el defecto legal en el modo de proponer la demanda.
conforme establecen los arts. 82.g) en relación con el
69.1, ambos de la Ley Reguladora de la Jurisdicción
Contencioso-Administrativa, al no encontrarse la deman­
da debidamente estructurada en «hechos» y «fundamen­
tos jurídicos», impidiendo de esta manera un pronun­
cIamIento sobre el fondo del asunto como consecuencia
de una interpretación ciertamente rígida y formalista de
tales normas procesales, contraria a la regla hermenéu­
tica pro actione. que la Sala Tercera del Tribunal Supremo
hiZO de las normas que regulan el acceso a la jurisdicción.
Alegación que en tales términos es asimismo compartida
por el Ministerio Fiscal.

Frente a la pretensión de la recurrente se alza la del
Abogado del Estado. que interesa de este Tribunal que
se dicte Sentencia por la que se deniegue la pretensión
formulada en este recurso al no resultar del proceso
la lesión del derecho fundamental que sirve de apoyo
a la demanda de amparo. dado que la inadmisión del
recurso contencioso-administrativo se efectuó ante un
claro incumplimiento de los requisitos establecidos en
los artículos procesales antes citados. .

2. La resolución del presente recurso de amparo
debe partir de la constatación de que la Sentencia ahora
cuestionada impide el acceso al proceso. esto es. a una

decisiÓn sobre la llretensión planteada ante un órgano
JudIcIal. sobre la ImpugnaclOn de los citados Reales
Decretos. como ya se dijo. aun partiendo. como debemos
partir. de la no eficiente defensa de la ahora recurrente
en amparo.

El derecho de acceso a la jurisdicción, y más con­
cretamente, el derecho a la obtención de una resolución
judicial razonada y fundada judicialmente goza de pro­
tección jurisdiccional en el arto 24.1 C.E. Como conse­
cuencia de lo anterior. debe tomarse como punto de
partida en el examen de la doctrina de este Tribunal.
el concepto consistente en q~e «el principio hermenéu­
tiCO pro actlOne no opera con Igual intensidad en la fase
inicial del proceso. para acceder al sistema judicial. que
en las sucesivas. una vez que se obtiene una primera
respuesta judicial a la pretensión» (SSTC 37/1995.
58/199.5. 138/1995 y 149/1995). proyectándose la
dIferencia entre el acceso a la jurisdicción y el acceso
a los recursos. «en la función de control que corresponde
a este Tribunal respecto de las resoluciones judiciales
que impidan de una u otra forma el derecho fundamental
a la tutela judicial efectiva» (STC 138/1995).

La decisión sobre la admisión o no de la demanda
contencioso-administrativa y la 'verificación de la con­
currencia de los presupuestos y requisitos materiales y
procesales a que la misma está sujeta. constituye pues
una cuestión de mera legalidad ordinaria que corres­
ponde resolver exclusivamente a los Jueces y Tribunales.
en el ejercicio de la potestad jurisdiccional que les atri­
buye el arto 117.3 C.E. (SSTC 10/1987, 26/1988.
214/1988,55/1992.63/1992. 161/1992), sin que
este Tribunal pueda corregir dicha interpretación salvo
que. como hemos señalado en muchas ocasiones. la
aplicación de la norma que se adopte sea contraria noto­
riamente a los principios y exigencias constitucionales
(SSTC 50/1984. 23/1987. 50/1988. 90/1990.
359/1993. entre otras).

Este respeto que. con carácter general. ha de guar­
darse a la decisión de los Jueces y Tribunales adoptada
en el ámbito de la legalidad ordinaria. debe ser. si cabe.
aún más escrupuloso cuando la resolución que se enjui­
cia es. como en este caso. del Tribunal Supremo
-:-a quien .está conferida la función de interpretar la lega­
lidad ordlnana con el valor complementario del orde­
namiento que le atribuye el Código Civil (art. 1.6)-.

3. En este sentido. es obvio que. la interpretación
que el Tribunal hace de la norma procesal no es arbitraria
o irracional. sino que, por el contrario. se funda en la
literalidad de la Ley. como la propia demanda reconoce.
Ahora bien. una vez aceptada en abstracto y en general
la interpretación que el Tribunal Supremo hace de los
arts. 82.g) en relación con el 69.1. ambos de la L.J.CA.
y de la eficacia que debe darse a los mismos. cuando
se aprecie la concurrencia de dicha causa de inadmisión.
debemos descender al caso concreto examinando los
motivos y argumentos en que se funda la decisión judicial
impugnada. Y ello. evidentemente. se hace, no para
suplantar la función del órgano judicial competente
(STC 63/1990). como hemos dicho. en la interpretación
y aplicación de las normas jurídicas a los casos con­
trovertidos (art. 117.3 C.E.). sino para amparar el derecho
a la tutela judicial efectiva y tutelar el derecho funda­
mental. reparando. en su caso. en esta vía. no sólo la
toma en consideración de una causa que no tenga nin­
guna cobertura legal. sino también. cuando aun exis­
tiendo ésta. como ocurre en el presente caso. la apli­
cación sea rigorista. no fundada. que tenga relevancia
constitucional (SSTC 68/1983. 201/1987, 36/1988.
63/1990. 101/1992. 192/1992. 55/1993.
107/1994.5/1995) a menos que su concurrencia sea
imputable a la negligencia de la parte. y que produzca
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efectos negativos en la esfera jurídica del ciudadano
(SSTC 172/1985. 190/1990 Y 101/1992). pues. de
ser así, se estaría causando una .lesión del derecho a
la tutela judicial efectiva (STC 107/1987, 190/1990).

4. En este sentido, debe tenerse en consideración
lo afirmado por este Tribunal en la STC 33/1990, donde
se dijo que «el derecho a la tutela judicial impide la
clausura de un procedimiento por defectos que pueden
subsanarse. sin perjuicio de otros derechos o intereses
igualmente legítimos». Esta doctrina. en consecuencia,
obliga al órgano judicial a rechazar toda interpretación
formalista y desproporcionada de los presupuestos pro­
cesales que I.e conduzca a negar el acceso a la juris­
dicción, debiendo. en su lugar. utilizar aquella que resulte
ser la más favorable al ejercicio del derecho a la tutela
judicial. concediendo a la parte la posibilidad de subsanar
los defectos u omisiones procesales que sean suscep­
tibles de subsanación, en los términos anteriormente
expresados. tal y como, por otro lado. dispone el
arto 11.3 de la Ley Orgánica del Poder Judicial (SSTC
132/1987, 140/1987 Y 95/1988, entre otras).

5. Centrándonos en las' especificidades o particu­
laridades del supuesto que ahora enjuiciamos hay que
tomar en consideración las siguientes circunstancias:

A. En este caso, como ya ha quedado dicho, se tra­
taba de la impugnación de disposiciones administrativas

.de carácter general. esto es, de dos Reales Decretos
sobre el Impuesto de la Renta de las Personas Físicas,
en los que, por consiguiente, la tarea de depuración del
Ordenamiento jurídico por parte del Tribunal Supremo
alcanza una gran importancia al eliminarse, a través de
una Sentencia estimatoria, la posibilidad de impugnación
mediante recursos indirectos.

B. La exigencia del arto 69.1 de la Ley de la Juris­
dicción Contencioso-Administrativa en relación con el
arto 82.g) de la misma, en el mismo sentido que el
art. 524 de la L.EC.• ha de ser interpretada para que
su entendimiento sea conforme a la Constitución. en
función de las circunstancias concurrentes. El citado
arto 69.1 dice que «en los escritos de demanda y de
contestación se consignarán con la debida separación
los hechos, los fundamentos de Derecho y las preten­
siones que se deduzcan...». cuya finalidad principal' no
es otra que la de dotar de fijeza y seguridad al proceso.

Ahora bien, en el supuesto que ahora resolvemos,
se ofrece una importante particularidad: Los hechos con
relevancia jurídica, a los efectós que aquí interesan, no
son otros que los Reales Decretos impugnados, cuya
perfecta identificación constaba en las actuaciones y en
el escrito de demanda y en el de interposición del
recurso.

C. Solo así se hubiera hecho efectivo el principió
de proporcionalidad al que en tantas ocasiones se ha
referido la jurisprudencia de este.Tribunal (así, la STC
41/1992•.entre otras). La consecuencia de la irregu­
landad -SI lo era- de la demanda. no podía incidir de
la manera en que lo hizo en su inadmisión. teniendo
en cuenta, además, que la carencia de hechos no deter­
minaba indefensión para nadie. puesto que realmente
no se privó a la otra parte ni al Tribunal que habría
de juzgar. del correspondiente soporte fáctico. Hubo.
pues,_ una evidente desproporción entre la irregularidad
y la consecuencia. .

La no admisión del. recurso por no incorporarse a
la demanda los hechos respetando la doctrina que. en
general. mantiene el Tribunal Supremo, supone. en este

caso concreto. atender con exceso de formalismo a la
literalidad de la Ley.

Cuando existe controversia entre los contendientes
sobre el soporte fáctico de la demanda, es perfectamente
lógica la exigencia legal. pero no cuando. como sucede
en este caso. los hechos se identifican con la norma
objeto de impugnación. .

En este punto, como con acierto manifiesta el Minis­
terio Fiscal. debe atenderse a la finalidad de los preceptos
transcritos: La misma consiste en que las partes deman­
dadas y el Tribunal tengan cabal conocimiento de lo
que es objeto del recurso. de los fundamentos jurídicos
en que se basa el demandante. Y. en su caso, de los
elementos controvertidos que deben ser objeto de prue­
ba. de modo que los requisitos formales no son un fin
en sí mismos. sino un instrumento para la mejor admi­
nistración de justicia y, en consecuencia. para la tutela
judicial efectiva.

Contrariamente, tal como ocurre en el presente caso.
si pese a no existir la separación exigida por el citado
arto 69.1, es posible deducir con un mínimo de seguridad
jurídica los presupuestos fácticos y jurídicos en que se
apoya la caus.a petendi manifestada en la demanda, apli­
car la circunstancia de inadmisión prevista en el citado
art. 82.g) de la L.J.C.A.. y el consiguiente rechazo por
motivos formales del recurso contencioso interpuesto
por la recurrente implica una interpretación no ajustada
a las exigencias constitucionales de tales normas pro­
cesales que conlleva indefensión, toda vez que por el
órgano judicial se ha impedido la oportunidad de conocer
la pretensión suscitada por la parte recurrente. asi como
las razones que le determinaron a la formulación de la
demanda ante la jurisdicción, máxime, cuando como
Ocurre en el presente caso, la pretensión tiene funda­
mentalmente un carácter impugnativo de diversas nor­
mas jurídicas. Por ello, en definitiva,' puede afirmarse
la existencia de la lesión producida del derecho a la
tutela judicial efectiva en su manifestación de acceso
a la instancia legalmente prestablecida.

FALLO

En atención a todo lo expuesto, el Tribunal Cons­
titucional. POR LA AUTORIDAD QUE LE CONFIERE LA CONSTITUCiÓN
DE LA NACiÓN ESPAÑOLA,

Ha decidido

Estimar el presente recurso de amparo interpuesto
por la Confederación Española de Organizaciones Empre- .
sariales (C.EO.E) y. en su virtud:

1.° Reconocer el derecho a la tutela judicial efectiva
(art. 24.1 C.E.).

2.° Anular la Sentencia de la Sala Tercera del Tri­
bunal Supremo, de 6 de octubre de 1994, que inadmitió
el recurso contencioso-administrativo, interpuesto por la
ahora recurrente en amparo, en aplicación de los arts.
82.g) y 69.1 de la U.C.A.

3. Retrotraer las actuaciones judiciales al momento
anterior a dicha Sentencia. para que dicte la resolución
que proceda en Derecho.

Publíquese' esta Sentencia en el «Boletín Oficial del
Estado».

Dada en Madríd a 16 de septíembre de 1997.-Álvaro
Rodríguez Bereijo.-Vicente Gimeno Sendra.-Pedro Cruz
Villalón.-Enrique Ruiz Vadillo.-Manuel Jiménez de Par­
ga y Cabrera.-Pablo Gan;ía Manzano.-Firmado y rubri­
cado.


